Foro Estatal de Análisis 
del  Marco Jurídico Sobre La Cultura
Propuestas desde Aguascalientes
15 de Julio del 2010

Las relaciones entre el mundo de la política y el mundo de la cultura han sido tradicionalmente muy complejas y en ocasiones distantes. Generalmente, los políticos parten del supuesto de que la sociedad tiene problemas más apremiantes y prefieren dejar en un segundo término el tema de la cultura y su problemática específica. Por su parte, los artistas e intelectuales consideran a la política como un territorio ajeno, incluso amenazante, y por ello desconfían sistemáticamente de cualquier intento de intervención por parte del Estado.  

Esta mutua incomprensión es tal vez uno de los factores que inciden en la reiterada afirmación acerca de la inexistencia de una política cultural en nuestro país, entendida como un conjunto de principios y estrategias que orientan y dan sentido a las actividades del Estado, como ocurre en los casos de la política económica o de la política educativa.

No obstante, lo cierto es que en nuestro país la reflexión acerca de la política cultural tiene  muchos antecedentes notables y algunos momentos especialmente significativos en los que surgen y se incorporan a la discusión nuevos temas y problemas.

Esto es precisamente lo que ocurrió en el Foro Estatal de Análisis del Marco Jurídico sobre la Cultura que se realizó en la ciudad de Aguascalientes el 15 de julio de 2010 con la participación de ciudadanos, legisladores y funcionarios públicos que expresaron con libertad sus puntos de vista, intentando con ello crear vasos comunicantes entre el mundo de la cultura y el mundo de la política 

A pesar de las diferencias de opinión, naturales en un foro como éste, los ponentes coincidieron en que actualmente los viejos paradigmas de la política cultural se encuentran seriamente cuestionados. 

Frente al riesgo siempre latente de la omnipresencia del Estado en la Cultura, hubo pronunciamientos en el sentido de incorporar a la nueva legislación disposiciones y mecanismos flexibles que garanticen la libertad de los creadores y artistas, así como la atención a diversos aspectos de interés en los que existe un vacío legislativo, o bien, inconsistencias legales que tienen su origen en la multiplicidad -en ocasiones contradictoria- de normas y disposiciones jurídicas.   

Entre los aspectos que en opinión de los ponentes deberían ser objeto de regulación en la nueva Ley General de Cultura, destaca el patrimonio cultural cuyo rescate y conservación siempre es materia de discusión y que sin duda forma parte de las principales obligaciones del estado en materia de cultura.

La infraestructura cultural es otro de los aspectos que cobra importancia desde el momento en que la cultura se elevó al rango de derecho constitucional. Es claro que si se pretende garantizar el acceso universal a la cultura, el Estado tendría que realizar esfuerzos adicionales para construir teatros, museos, galerías y centros de educación artística donde actualmente no existen o resultan claramente insuficientes, lo cual es un desafío financiero de enormes proporciones.  

Otro tema de interés es la relación Estado-Sociedad que de un modo u otro estuvo presente en las distintas ponencias. Durante décadas, el Estado ha sido el gran mecenas de la cultura en México, lo cual tiene sin duda consecuencias positivas y negativas. Aunque el financiamiento por parte del Estado de ciertas actividades culturales forma parte de sus obligaciones con la sociedad, ello no significa que en el sector de la cultura deban cerrarse las puertas a la inversión privada y a los mecanismos de regulación del mercado en las actividades culturales. En este sentido, en la nueva legislación tendría que tomarse en cuenta qué tanto Estado requerimos y de qué manera se podrían preservar los espacios de libertad y autonomía de la comunidad de creadores y artistas del país.

Por otra parte, los ponentes coincidieron también en que una ley por sí misma no puede resolver de manera automática todos los problemas de una realidad que se ha vuelto cada vez más compleja y diversificada. De esta manera, en el escenario del Teatro Víctor Sandoval, abordamos temas de interés general y escuchamos propuestas concretas para enriquecer la iniciativa de la Ley General de Cultura.

Entre los temas generales que merecieron la atención de los ponentes y que seguramente van a continuar en el centro de la discusión en los Foros Regionales, destacan los siguientes:

· La indispensable precisión del concepto polisémico de cultura.
· La determinación de las garantías de acceso a la cultura, en tanto que se concibe ahora como un derecho constitucional.

· La delimitación de los ámbitos de competencia entre los tres niveles de gobierno, con el propósito de evitar el centralismo y la fragmentación de los recursos. 

· La regulación de las actividades culturales sustantivas: la educación artística, la promoción y difusión de la cultura, el patrimonio cultural, el fomento a la lectura, el apoyo directo a creadores y artistas, la infraestructura cultural y el apoyo a las industrias culturales.
· Los mecanismos de participación y concurrencia de los sectores público, social y privado.
· La relación Estado-Sociedad y Estado-Mercado.
Finalmente, entre las medidas concretas que se propusieron en el Foro Estatal de Análisis sobre el Marco Jurídico de la Cultura, destacan las siguientes:

· Incluir un apartado en el que se establezca con claridad el alcance, implicaciones y garantías del derecho de acceso a la cultura .
· Incluir un apartado en el que se establezcan las facultades y responsabilidades de los tres ámbitos de gobierno.
· Incluir un apartado en el que se definan los esquemas de financiamiento y colaboración entre el sector público, privado y social.

· Armonizar la legislación dispersa que actualmente establece funciones, facultades y responsabilidades a los distintos organismos e instituciones que actúan en el ámbito federal (INBA, CONACULTA, INAH, EDUCAL, IMCINE, IMRADIO, Estudios Churubusco, etc.).  

· Destacar, dentro de las disposiciones generales de la Ley de Cultura, el vínculo que existe entre la educación artística y el sistema educativo en general.
· Integrar un capitulado especial sobre la Educación Artística en sus diferentes niveles, de modo que se establezca en la Ley de Cultura la importancia de la Educación Artística en las escuelas de educación básica (de la cual existe un claro ejemplo en Aguascalientes), así como la ampliación y consolidación de la educación artística media y superior.

· Incluir disposiciones para ampliar y desarrollar una red de radio y televisión culturales, dependientes de las instituciones culturales de los estados.

· Incluir disposiciones para estimular y fomentar las industrias creativas o culturales que son un claro enlace con los sectores productivos y en general con el desarrollo económico del país.

· Incluir disposiciones para estimular un nuevo modelo de desarrollo con base en la riqueza de nuestro patrimonio cultural tangible e intangible, para lo cual se requiere la elaboración, actualización y difusión de los catálogos e inventarios patrimoniales, pero fundamentalmente una legislación que estimule la  incorporación de esta riqueza patrimonial, pero fundamentalmente una legislación que estimule la incorporación de esta riqueza patrimonial al desarrollo económico del país.
